
a infiltración de la delincuencia organiza-
da en la política, a través de aportes finan-
cieros, es una realidad o un riesgo latente
en los países latinoamericanos. El presi-
dente de México, Felipe Calderón, reciente-
mente aseveró que los traficantes de dro-
gas influyen "en la selección de candidatos,
en la inhibición intimidatoria de la participa-
ción de otros y en el financiamiento de cam-
pañas electorales”.

A propósito de este espinoso tema, se rea-
lizó en Caracas el foro "Financiamiento de
campañas y partidos políticos ¿Abuso de po-
der y corrupción?", organizado por el Centro
de Formación Política y Ciudadana, dirigido
por el ex parlamentario Carlos Tablante. Par-
ticiparon el rector del Consejo Nacional Elec-
toral (CNE), Vicente Díaz, los expertos elec-
torales Ángel Álvarez, Herbert Koeneke,
Humberto Njaim y la representante de Trans-
parencia Internacional en Venezuela, Merce-
des de Freitas.

Al instalar el foro, Carlos Tablante exhortó a
la Asamblea Nacional para que se discuta y
sancione la Ley de Financiamiento de Parti-
dos Políticos y Campañas Electorales. En es-
te marco argumentó que en una democracia,
la calidad de sus representantes es funda-
mental. “Cuando los cargos de elección popu-
lar se contaminan con finanzas de origen ilíci-
to, por intereses contrarios al juramento de
cumplir la responsabilidad confiada por los
electores, las instituciones son secuestradas
por la delincuencia organizada. En Venezuela
debemos evitar situaciones como estas".

Planteó a las organizaciones políticas la
necesidad de establecer un programa pre-
ventivo permanente, dirigido a controlar y de-
tectar a tiempo cualquier intento de la delin-
cuencia organizada para ingresar recursos
financieros derivados de la corrupción, el trá-
fico de drogas, el secuestro o cualquier otro
delito grave. 

Una gran telaraña 
Venezuela es el único país de América La-

tina que prohíbe el financiamiento público pa-
ra organizaciones políticas, de acuerdo a la

Constitución. El experto electoral Ángel Álva-
rez no está de acuerdo con ninguna exclusivi-
dad, ni financiamiento público total, ni tampo-
co privado, “ambos deben equilibrarse, aun-
que los recursos aportados por el Estado de-
ben ser mayores”.

Origen, 
uso, control 
y transparencia

• El rector del CNE, 
Vicente Díaz, asegura 
que debe existir 
un equilibro en el 
financiamiento político.
“Si el Gobierno es el 
aportante, hay una 
relación de dependencia. 
Si las contribuciones 
privadas no son controladas,
y resultan ilegítimas, 
los niveles de dependencia
pasan a ser 
delincuenciales”. 

L
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Los PEP’s:
Antecedentes internacionales

El Gafi, en el documento “Las 40 recomen-
daciones”, expresa que en relación con las Per-
sonas Expuestas Políticamente, las institucio-
nes financieras, además de implementar los
procedimientos normales de Debida Diligencia
deberían:

a) Contar con sistemas de gestión de ries-
gos apropiados para determinar si el cliente es
una persona políticamente expuesta.

b) Obtener la aprobación de los directivos
de mayor jerarquía para establecer relaciones
comerciales con esos clientes.

c) Tomar medidas razonables para determi-
nar cuál es el origen de la riqueza y el origen
de los fondos. 

d) Llevar a cabo una vigilancia permanente
más exhaustiva de la relación comercial.

El Comité de Supervisión Bancaria de Basi-
lea, en el documento “Debida Diligencia para
la clientela de los bancos” (2001), en la sección
2.2.5. recomienda a los bancos prestar aten-
ción a transacciones de servidores públicos de
alto perfil político.

El Grupo Wolfsberg en el documento “Prin-
cipios para banca privada” (2002) recomienda
que en las relaciones de banca privada debe
ponerse atención en los negocios con PEPs. In-
cluso ha elaborado un cuestionario especial
para responder las dudas sobre la materia 

Estos documentos pueden ser descargados 
de la página Web: www.encambio.org 

El financiamiento de partidos políticos y campañas electorales



El financiamiento público de los partidos
políticos en el mundo –precisa- está tejido
como una gran telaraña. “Cuando hay mu-
chos instrumentos jurídicos dispersos, es
muy difícil cumplirlos”. En el caso de Ve-
nezuela, están la Ley Orgánica del Poder

Electoral, la Ley Orgánica del Sufragio y
Participación Política, la Ley Orgánica
contra el Tráfico Ilícito y el Consumo de
Sustancias Estupefacientes y Psicotrópi-
cas, la Ley de Contraloría, “lo que es muy
complicado para los organismos supervi-
sores, porque no pueden regular apropia-
damente las finanzas de los partidos polí-
ticos y campañas electorales”.

Al referirse a los mecanismos de con-
trol, considera prioritario el conocimiento
del origen de los recursos donados, y re-
comienda aclarar muy bien cuáles son los
montos legales para las contribuciones
privadas. 

Privatización del financiamiento
El rector del CNE, Vicente Díaz, ase-

gura que el financiamiento político está
estrechamente vinculado con el origen,
el uso, el control y la transparencia de
los recursos.

Califica como “caso lamentable” la dis-
posición constitucional, porque privatiza el
financiamiento político y deja en menos-
cabo a los partidos sin productores de po-
der.  “Esto coexiste con otra realidad evi-
dente: el uso de recursos públicos para la
actividad electoral. Cita la experiencia du-
rante una fiscalización, donde un funcio-
nario mostró fotos de trabajadores de una
empresa eléctrica del Estado retirando
propaganda de un partido de oposición y
colocando la del Gobierno. Otro hecho si-
milar ocurrió en una Gobernación que uti-
lizó camionetas oficiales para una carava-
na proselitista. “Este es un financiamiento
no registrado en el libro contable, no se
puede pedir factura, no se exige el origen
del financiamiento”.

El rector Vicente Díaz asegura que en la
revisión de cuentas del año 2000, desde
las elecciones regionales en adelante, se
constató que los grupos de electores, par-
tidos políticos, organizaciones de ciudada-
nos, candidatos por iniciativa propia no
habían presentado sus cuentas. 

Ahora, “tenemos control sobre lo formal,

pero no sobre el financiamiento público di-
fuso”. Existe un sistema automatizado de
rendición de cuentas, además de libros
contables. Los partidos políticos pueden
rendir informes diarios de sus gastos y del
origen de sus fondos, presentando las fac-
turas con los parámetros del Seniat. Es
obligatorio manejar una sola cuenta ban-
caria, suministrar nombres y apellidos, cé-
dula de identidad, Registro de Identifica-
ción Fiscal (RIF) y dirección de los apor-
tantes y el destino de los recursos. Las do-
naciones y aportes en especie deben con-
vertirse en montos numerales y registrar-
se en los libros de contabilidad.

Pero la falla principal no está en los re-
portes, sino en lo que no se reporta. Expo-
ne casos de programas de venezolana de
Televisión y de Globovisión a favor de al-
guna parcialidad. Haciendo un ejercicio
matemático, el resultado da un gran mon-
to, asegura.

La comisión del CNE que preside pre-
para un proyecto de Ley de Financiamien-
to y otro de control del financiamiento,
“probablemente fusionemos ambas”, pero
se queja del nulo interés demostrado por
los partidos políticos sobre la materia.

Los tres modelos del lobo
El experto electoral Humberto Njaim

basó su exposición en tres modelos: 1º
“Los lobos vigilan lobos”, 2º “El lobo dis-
frazado de cordero”, y 2º “Los lobos en
el redil”. En el primer modelo, el sistema
tiene numerosas desventajas, porque
los controlados establecen los sistemas
de control. Lo que incidía en la famosa
prédica “acta mata votos”, es decir, la
repartición de votos entre los más pode-
rosos.  

El segundo modelo “El lobo disfrazado
de cordero” da lugar a un nuevo actor po-
lítico: la sociedad civil organizada, dentro
de la democracia participativa, “pero en la
práctica el modelo funcionó para asegurar
la hegemonía de una determinada fuerza
política”. 

Prevención y Control
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El tercer modelo posible, Los lobos en el redil, plantea la
necesidad de rechazar la exclusividad de los partidos políti-
cos y también de la sociedad civil. “Se deben reunir a los dos
actores”. Además, el control de la corrupción por un organis-
mo especialmente creado, que podría formar parte de la es-
tructura del CNE, con la incorporación de los partidos políti-
cos y de la sociedad civil.

Los riesgos de corrupción
La representante en Venezuela de “Transparencia Internacio-

nal”, Mercedes de Freitas, asegura que en los procesos electo-
rales, la escasa rendición de cuenta permite abusos: Los políti-
cos en ejercicio (en el poder) pueden abusar de los recursos pú-
blicos para financiar campañas de reelección. Los recursos se
desvían a los candidatos o para comprar votos. Puede convertir-
se en la mejor manera de lavar dinero, como ha sido documen-
tado en Bosnia y Herzegovina, El Salvador y Haití. Recomienda
un control completo, detallado, confiable, periódico y puntual, la
rendición de cuentas y la transparencia, además de inteligente y
accesible de las finanzas de los partidos políticos y campañas
electorales. 

El Tribunal Supremo de Justicia, en torno al financiamiento de
las campañas electorales, abrió las puertas para neutralizar las
desigualdades financieras de los aspirantes a cargos de elección
popular. Efectivamente, dictaminó que se pueden financiar las
campañas electorales, pero se mantiene la prohibición sobre ac-
tividades ordinarias de los partidos políticos, aunque se trata de
una reserva legal, es decir, debe existir una ley que regule la ma-
teria.  Para Herbert Koeneke Ramírez, esto “no constituye una
sólida garantía para frenar el ventajismo del Gobierno en la are-
na electoral”. Al respecto, señala, “algunos observadores se pre-
guntan cómo y quién paga o subsidia las remuneraciones de
aquellos directivos del partido de Gobierno, dedicados íntegra-
mente a la labor partidista.

Origen, uso, control... 

Herbert Koeneke Ramírez, la representante en Venezuela de “Transparencia
Internacional”, Mercedes de Freitas y el rector del CNE, Vicente Díaz

Las PEP’s en Latinoamérica

El Banco Central de Brasil, a través de la Circular 3.339 del
22 de diciembre de 2006, divulgó los procedimientos que la
banca debe observar con relación a las Personas Expuesta
Políticamente (Pep’s). En la primera reunión del Comité Téc-
nico de Complimiento se analizó el tema y las implicaciones
de su aplicación, además fue sugerida una consulta a las aso-
ciaciones afiliadas a la Federación Latinoamericana de Ban-
cos (Felaban), con el fin de conocer cómo el tema es tratado
por las autoridades reguladoras de los países de la región.
Las preguntas fueron las siguientes:

1 ¿En su país hay una legislación propia para el tema de
las Personas Expuestas Políticamente, Pep’s? 

2 ¿Cuáles personas son consideradas Pep’s?
3 ¿Cuáles providencias fueron adoptadas por la banca en

el sentido de observar las directivas de los legisladores?
4 Otros puntos que considere de interés sobre el tema.

Los países que respondieron “sí” son: Colombia, Chile,
Honduras y México. El resto, incluyendo Venezuela, no cuen-
ta con una legislación donde se mencione o se establezcan
medidas con relación a las Pep’s.

En Colombia se utiliza la expresión “Personas Expuestas
Públicamente”. El Sistema de Administración de Riesgos de
Lavado de Activos y Financiación del Terrorismo (Sarlaft) de-
be prever procedimientos más exigentes de vinculación de
clientes y de monitoreo de operaciones de personas naciona-
les o extranjeras, que por su perfil o por las funciones que de-
sempeñan, pueden exponer en mayor grado a la entidad al
riesgo de LA/FT, tales como: personas que por razón de su
cargo manejan recursos públicos, detentan algún grado de
poder público o gozan de reconocimiento público. 

En Honduras, la Ley de Protección contra el Delito de La-
vado de Activos y Terrorismo obliga a los bancos a supervi-
sar en forma especial las operaciones bancarias de las Pep’s.

En México, el artículo 115 de La Ley de Instituciones de
Crédito definen a las Pep’s como  individuos que desempe-
ñan o han desempeñado funciones públicas destacadas, ya
sea en su territorio o en el extranjero. Las autoridades requie-
ren a los bancos identificar a los clientes que son considera-
dos, en virtud de su actividad o parentesco, como Pep’s.

Es el caso de Paraguay, aunque no hay una ley específica
sobre las Peps, sí cuentan con resoluciones de los entes regu-
ladores del sector financiero donde, de acuerdo a la resolu-
ción 233 de la Secretaría de Prevención de Lavado de Dinero
y la Resolución 11 del Banco Central del Paraguay, se definen
a las PEPs como “sujetos que desempeñan o han desempe-
ñado funciones públicas destacadas o de alta jerarquía en un
país extranjero”.


